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Señor: 
JUEZ CONSTITUCIONAL PASTO (N) – REPARTO 
E. S. D. 

 
REF: Acción de Tutela para proteger el derecho al debido proceso, derecho a la 
igualdad, derecho a la educación superior y demás derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución Política de Colombia. 

 
 
ACCIONANTE: YURI MARCELA CHAVES CORDOBA  
ACCIONADO: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA NACIONAL DE 

COLOMBIA: DIRECCIÓN DE INCORPORACIÓN PASTO - NARIÑO – 
GINAR 

 
 
YURI MARCELA CHAVES CORDOBA: mayor de edad, vecina y residente en el 
Municipio de Yacuanquer (N), identificada con la C.C. No. 1.087.960.286, en ejercicio 
del artículo 86 de la Constitución Política, y de conformidad con los Decretos 2591 de 
1991, 306 de 1992 y 1386 de 2000, interpongo respetuosamente ante su Despacho la 
presente acción de tutela, a fin que se me amparen mis derechos fundamentales al 
debido proceso, a la igualdad, a la educación superior y demás derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución Política de Colombia de 1991, los cuales 
han sido menoscabados por el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA 
NACIONAL DE  COLOMBIA: DIRECCIÓN DE  INCORPORACIÓN  PASTO  - NARIÑO – 
GINAR fundamentando la presente en los siguientes: 

 
HECHOS 

 
PRIMERO: En fecha que data a 19 de diciembre 2024, me preinscribí a la 
convocatoria 2062024 - PATRULLEROS DE POLICIA NACIONAL, la cual fue aceptada la 
inscripción por la Dirección de incorporación el día 12 de enero de 2025. 

 
SEGUNDO: En fecha que data a 20 febrero de enero de 2025 vía electrónica, donde me 
citaron para una inducción del proceso de incorporación en el Colegio Nuestra Señora 
de las Lajas de la Policía Nacional, así mismo en mencionada charla manifestaron que 
deberíamos realizar las consignaciones para “laboratorios clínicos, especializados y 
paraclínicos” por la suma para cancelar por de valor de $ 699.780 y $ 36.450 ara la 
valoración médica. 

 
TERCERO: El 28 de febrero de 2025 me citaron para realizarme la valoración médica 
en la calle 20 con carrera 27 esquina Comando de Departamento de Policía Nariño en 
la oficina de Incorporación, el profesional médico ANA PAULA PORTILLA BUCHELI, 
me informa que quedó aplazada y debo realizar una valoración Ginecología por 
PEZÓN EXTRANUMERARIO, optometría por AGUDEZA VISUAL y medicina general 
por VAGINOSIS BACTERIANA. 

 
CUARTO: En fecha que data el 04 de marzo me valoraron con optometría por la 
AGUDEZA VISUAL en el consultorio del DR. ALBEIRO JOSE SUAREZ PEÑA en la 
ciudad de Pasto (N), dictaminando como resultado normal y así mismo formulando unos 
lentes para la corrección, lo cual no es impedimento para continuar mi proceso de 
incorporación. 
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QUINTO: En fecha que data el 06 de marzo de 2025, fui a la valoración de Ginecología 
por PEZÓN EXTRANUMERARIO en el CENTRO CARDIOVASCULARES PABÓN 
S.A.S, con la profesional de la salud la doctora ANGELA CAICEDO GOYENECHE medica 
ginecóloga y obstetra,  donde me valoraron con el “examen realizado con transductor 
lineal de alta frecuencia 7.3 Mhz, “Hallazgos en relación con pezones 
supernumerarios bilateral. BI-RADS Categoría 2 por ultrasonografía”, y me 
reprogramo una cita para el día 14 de marzo de 2025, para consulta de control o de 
seguimiento por especialista en ginecología y obstetricia. observación: con 
reporte de eco. 
 
SEXTO: En fecha que data el 10 de marzo de 2025, me entregan certificación de medicina 
general para el diagnóstico de VAGINOSIS BACTERIANA, donde cumplí con el 
esquema de tratamiento antiparasitario tipo metronidazol por 5 días, valorándome apta sin 
alteraciones físicas, fisiológicas o patológicas.  
 
SEPTIMO: En fecha que data el 10 de marzo de 2025, hogaño me dirigí al Grupo de 
Incorporación Nariño de la Policía Nacional de Colombia, para entregar los exámenes 
medina general por el diagnóstico de VAGINOSIS BACTERIANA y de optometría por 
AGUDEZA VISUAL y así mismo informar que el otro examen por ginecología por 
PEZÓN EXTRANUMERARIO, solo hasta el día 14 de febrero de 2025 me entregaban 
los resultados; al llegar al comando  de una forma muy despreciativa y poco amable 
sin darme la oportunidad de entregar mis resultados de los exámenes, la profesional 
de la salud la Doctora ANA PAULA PORTILLA BUCHELI, me entrego la carpeta y 
me informo que mi proceso en la convocatoria 2062024 - PATRULLEROS DE POLICIA 
NACIONAL había terminado, así mismo enfatizo “que solo el hecho de tener la 
patología de pezón extranumerario era causal para no continuar. Asegurando que era 
genético, lo cual el concepto es totalmente contrario. 
 
SEPTIMO: Saliendo del comando de la Policía Nacional salí muy aturdida emocionalmente, 
por la forma tan fría y poco amable como la profesional de la salud la Doctora ANA 
PAULA PORTILLA BUCHELI se dirigió hacia mí, me sentí con mi autoestima muy baja, 
como si fuera un fenómeno raro o de otro mundo, sumándole que mi sueño se vio 
empañado al finalizar mi proyecto educativo y de vida, como también la puerta se había 
cerrado de pertenecer una de las mejores instituciones del Estado al servicio de la 
comunidad, como lo es la POLICÍA NACIONAL DE COLOMBIA. 
 
OCTAVO:  En fecha que data el 14 de marzo fui al control de examen por ginecología por 
PEZÓN EXTRANUMERARIO, donde el resultado el examen especializado que 
entrego el CENTRO CARDIOVASCULARES PABÓN S.A.S, por la profesional de la salud 
la doctora ANGELA CAICEDO GOYENECHE medica ginecóloga y obstetra, dictamino “ se 
trata de paciente de 30 años, en tramites para ingreso PONAL, hallazgo incidental de pezón 
supernumerario inframamario Icalcido a 3 cm aprox de complejo areola pezón, SIN 
COGNOTACION PATOLOGICA, es un hallazgo benigno e incidental, en ecografía mamaria 
tomada 06-03/25 sin hallazgos patológicos en mama sin COMPORMISO DE PEZON 
SUPRANUMERIAIO MAS ALLA DE PIEL - mama sana catalogada como BIRADS- 2 de 
acuerdo categorización imagenológica, considero entonces que paciente no amerita 
conductas adicionales en este caso en particular con respecto a su diagnóstico dado que es 
un hallazgo incidental y tiene que ver con una variante NO ANALISIS Y PLAN 
PATOLOGICA del desarrollo embrionario, lo cual NO VA a limitar la funcionalidad de 
mama, NO AUMENTA el riesgo de cáncer de mama ni genera otras alteraciones en este 
caso en particular por compromiso superficial de la lesión (ES DECIR ESTA LIMITADO A 
PIEL) que generen motivo de preocupación adicional en paciente mas allá de lo estético - 
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NO FUNCIONAL - no genética” 
 
NOVENO: En fecha que data el 14 de marzo, mismo día que me dieron el anterior 
diagnóstico, recurrí a donde el Doctor JORGE HERNAN CAICEDO PEREZ, cirujano plástico y 
reconstructivo del CENTRO DE CUIDADOS CARDIONEUROVASCULARES PABON 
S.A.S, con el fin de poderme realizar una cirugía estética ya que no había peligro, ni 
compromiso alguno, así mismo que la recuperación era inmediata y ambulatoria, 
programándome la cirugía para el día 19 de marzo de 2025. 
 
DECIMO: En fecha que data el 19 de marzo, me realice la cirugía estética con el Doctor 
JORGE HERNAN CAICEDO PEREZ, cirujano plástico y reconstructivo del CENTRO DE 
CUIDADOS CARDIONEUROVASCULARES PABON S.A.S, donde describe el 
procedimiento realizado “bajo anestesia local, previa asepsia y colocación de campos 
estériles se realiza resección de mama supernumeraria a nivel de polo inferior central de 
mama izquierda, resección de espesor total con tejido glandular y adiposo, resección simple 
de nevo en hipocondrio derecho, se cierran heridas por planos con vicryl 3/0, pds 4/0 
dermis profunda e intradérmico con prolene 3/0 para piel. No complicaciones, sangrado 
escaso. No se envía pieza a patología, sin signos macroscópicos de malignidad.”; así mismo 
programándome una cita para le control para el día 28 de marzo 2025 
 
DECIMO PRIMERO: En fecha que data el 28 de marzo del 2025, asistí a control de cirugía 
plástica con el Doctor JORGE HERNAN CAICEDO PEREZ, cirujano plástico y reconstructivo 
del CENTRO DE CUIDADOS CARDIONEUROVASCULARES PABON S.A.S, en donde 
emite el siguiente concepto: “Pte cursando con adecuado proceso de cicatrización a nivel de 
heridas qxs, no se observan signos de infección local ni tampoco signos de cicatrización 
patológica - pte que puede realizar sus actividades cotidianas y ejercicio sin ninguna 
limitación - a nivel de heridas qxs aplicar crema humectante – alta por cirugía plástica.” 
 

PETICIONES 
 
PRIMERA: Se amparen mis derechos fundamentales al debido proceso, derecho a la 
igualdad, derecho a la educación superior que considero vulnerados por el 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA NACIONAL DE COLOMBIA: 
DIRECCIÓN DE INCORPORACIÓN PASTO - NARIÑO – GINAR 

 
SEGUNDA: Solicito se ordene al MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA 
NACIONAL DE COLOMBIA: DIRECCIÓN DE INCORPORACIÓN PASTO -NARIÑO – 
GINAR darle continuidad a mi proceso en la convocatoria 2062024 - PATRULLEROS DE 
POLICIA NACIONAL la cual se dio TERMINADA por un concepto medico erróneo. 
 
TERCERA: Solicito que se tenga en cuenta dentro de una valoración médica los 
certificados médicos que aporto, como son la historia clínica de mi cirugía plástica 
realizada por el Doctor JORGE HERNAN CAICEDO PEREZ, cirujano plástico y reconstructivo 
del CENTRO DE CUIDADOS CARDIONEUROVASCULARES PABON S.A.S, ya que no 
afecta mi estado físico para continuar mi proceso en la convocatoria 2062024 - 
PATRULLEROS DE POLICIA NACIONAL; u los exámenes de medicina legal y optometría. 
 
CUARTO: Que se ordene el amparo de aquellos derechos fundamentales no invocados 
como amenazados, violados y/o vulnerados y que Usted, en su función de guardián de 
la Constitución, pueda establecer como violados, amenazados y/o vulnerados. 
 
 

PROCEDENCIA 
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Es procedente la solicitud de amparo que invoco a su honorable Despacho ya que no 
dispongo de otro mecanismo para evitar el perjuicio irremediable que actualmente se 
nos está causando. 

 
PRUEBAS 

 
Solicito se tengan como tales las siguientes: 

 
Documental: 

 
1. Correo electrónico del 19 de enero de 2025 donde me certifican la 

“INSCRIPCIÓN a  l a  POLICIA NACIONAL” 
2. Correo electrónico del 20 de febrero de 2025 inducción proceso de 

incorporación y pago  
3. Recibo de pago exámenes médicos 
4. Correo citación valoración médica 28 de febrero de 2025 
5. Copia remisión de la Policía Nacional para medicina general diagnóstico de 

VAGINOSIS BACTERIANA y optometría por AGUDEZA VISUAL, ginecología por 
PEZÓN EXTRANUMERARIO. 

6. Examen de tratamiento por 5 días por medicina general por el diagnóstico de 
VAGINOSIS BACTERIANA y certificación de aptitud. 

7. Examen por tratamiento de agudeza visual  
8. Copia de examen remisión ginecología por PEZÓN EXTRANUMERARIO con fecha 

06 de marzo de 2025 
9. Copia de examen control ginecología por PEZÓN EXTRANUMERARIO con fecha 14 

de marzo de 2025 
10.  Copia valoración de cirugía plástica para retirar por PEZÓN EXTRANUMERARIO 

con fecha 14 de marzo de 2025 
11. Copia intervención cirugía plástica retirar por PEZÓN EXTRANUMERARIO con fecha 

19 de marzo de 2025 
12. Copia de valoración médica de retiro de PEZÓN EXTRANUMERARIO y certificación 

de alta por cirugía plástica de fecha 20 de marzo de 2025. 
13. Copia cedula de ciudadanía 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO 

 
Como es sabido, el debido proceso es un derecho constitucional fundamental, 
consagrado expresamente en el artículo 29 de la Constitución Política, el cual lo hace 
extensivo “a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”. La jurisprudencia 
constitucional ha definido el derecho al debido proceso, como el conjunto de garantías 
previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del 
individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite 
se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. La misma 
jurisprudencia ha expresado, que el respeto al derecho fundamental al debido proceso, 
le impone a quien asume la dirección de la actuación judicial o administrativa, la 
obligación de observar, en todos sus actos, el procedimiento previamente establecido en 
la ley o en los reglamentos, “con el fin de preservar las garantías -derechos y 
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obligaciones- de quienes se encuentran incursos en una relación jurídica, en todos 
aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, modificación o extinción de 
un derecho o a la imposición de una sanción". (sentencia C-980/10)  
 
En este sentido, el derecho al debido proceso se muestra como desarrollo del principio 
de legalidad, pues representa un límite al ejercicio del poder público, y en particular, al 
ejercicio del pus puniendi del Estado. En virtud del citado derecho, las autoridades 
estatales no podrán actuar en forma omnímoda, sino dentro del marco jurídico definido 
democráticamente, respetando las formas propias de cada juicio y asegurando la 
efectividad de aquellos mandatos que garantizan a las personas el ejercicio pleno de 
sus derechos. Según lo ha destacado este Tribunal, el derecho al debido proceso tiene 
como propósito específico “la defensa y preservación del valor material de la justicia, a 
través del logro de los fines esenciales del Estado, como la preservación de la 
convivencia social y la protección de todas las personas residentes en Colombia en su 
vida, honra, bienes y demás derechos y libertades públicas (preámbulo y artículos 1° y 
2° de la C.P). 

 
Sentencias T-225 de 1993; T-225 de 2003; T-576 de 2011 (perjuicio irremediable). 

 
Sentencia T - 309 de 2016 

 
“De acuerdo con el artículo 29 de nuestra Carta, <el debido proceso se aplicará a toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas>. En esta medida el derecho  
al debido proceso como presupuesto esencial de legalidad de las actuaciones y 
procedimientos administrativos, en los cuales es preciso garantizar la protección y 
realización de los derechos de las personas, debe ser observado de manera efectiva en 
toda actuación administrativa. 

 
En igual media la Corte Constitucional mediante Sentencia T-089 de 2011 reiteró las 
garantías aplicables a los principios generales que fundamentan el debido proceso en 
las actuaciones administrativas, al respecto indicó: 
<Específicamente en materia administrativa, la jurisprudencia de esta Corte ha 
establecido que los principios generales que informan el derecho fundamental al 
debido proceso se aplican igualmente a todas las actuaciones administrativas que 
desarrolle la administración pública en el cumplimiento de sus funciones y realización 
de sus objetivos y fines, de manera que se garantice: (i) el acceso a procesos justos y 
adecuados; (ii) el principio de legalidad y las formas administrativas previamente 
establecidas; (iii) los principios de contradicción e imparcialidad; y (iv) los derechos 
fundamentales de los asociados> 

 
Ahora bien, el debido proceso en el trámite administrativo tiene varias dimensiones las 
cuales han sido desarrolladas por la jurisprudencia constitucional. En este orden de 
ideas, esta Corporación ha podido precisar,  como el debido proceso puede verse 
afectado injustificadamente cuando las autoridades administrativas y judiciales 
sacrifican los derechos subjetivos de las personas al aplicar mecánicamente las 
formalidades del proceso, a este fenómeno se le conoce como "exceso ritual 
manifiesto". Sobre este punto esta Corte ha señalado: <Si bien las formalidades o 
ritos dentro de los procesos judiciales son relevantes en la medida que 
buscan garantizar el respeto de un debido proceso, las autoridades judiciales 
no pueden sacrificar injustificadamente derechos subjetivos al aplicar dichas 
formalidades, pues precisamente el fin del derecho procesal es contribuir a 
la realización de los mismos y fortalecer la obtención de una verdadera 
justicia material. De manera que, cuando se aplican taxativamente las 
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normas procesales, desplazando con ello el amparo de los derechos de las 
personas, es decir, cuando la aplicación de una norma procedimental se 
convierte en una forma adversa a los derechos de los individuos, se 
configura un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto que hace 
procedente la acción de tutela contra providencias judiciales, 
correspondiéndole entonces, al juez constitucional, obviar la aplicación de la 
regla procesal en beneficio de tales garantías>. Negrillas mías 

 
Es decir, el debido proceso contiene una serie de garantías que están enfocadas en 
salvaguardar el correcto y adecuado ejercicio de la función pública administrativa, 
conforme a preceptos constitucionales, legales o reglamentarios vigentes y los 
derechos de los ciudadanos, para evitar que con la expedición de los actos 
administrativos se lesionen derechos o contraríen los principios del Estado de Derecho. 
Es necesario señalar que una de las consecuencias que tiene la consagración expresa 
del debido proceso como un derecho de rango fundamental, es que todas las personas 
pueden acudir a la acción de tutela con el fin de que el juez constitucional conozca de 
la presunta vulneración, y de ser necesario ordene las medidas necesarias para 
garantizar su protección inmediata” 

 
DERECHO DE A LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

 
Sentencia T 089 de 2017 

 
“La Corte Constitucional ha señalado que si bien la obligación del Estado en materia de 
educación se limita según el nivel de enseñanza, con base en el principio de 
progresividad, le corresponde junto con la familia y la sociedad 

 
<el deber de procurar el acceso progresivo de las personas a los distintos niveles de 
escolaridad, mediante la adopción de diferentes medidas, dentro de las que se 
destaca, por expreso mandato constitucional, la obligación de facilitar mecanismos 
financieros que hagan posible el acceso de todas las personas aptas a la educación 
superior> 

 
Por otro lado, múltiples instrumentos internacionales, que forman parte del bloque de 
constitucionalidad, soportan esta restricción en relación con la educación superior. La 
Convención de los Derechos de los Niños, adoptada por la Ley 12 de 1991, en su 
artículo 28, dispone: 

 
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que 

se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de 
oportunidades ese derecho, deberán en particular: 
 
c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la 
capacidad, por cuantos medios sean apropiados. 

 
En cumplimiento de este deber, una de las funciones otorgadas al Ministerio de 
Educación consiste en formular políticas para el fomento de la educación superior. En 
concordancia con lo anterior, el derecho a la educación no solo goza de protección 
constitucional en su modalidad primaria, básica y secundaria. La Corte también ha 
protegido el derecho al acceso a la educación superior, cuando provoca la amenaza o 
vulneración de otros derechos de carácter fundamental como la igualdad, el libre 
desarrollo de la personalidad o el debido proceso por conexidad. 
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La Corte ha protegido el derecho a la educación por la correspondencia que éste tiene 
con el desarrollo personal e inclusive el plan de vida del individuo como herramienta 
para superar situaciones de marginación. Esta perspectiva presume que el grado de 
educación formal incide decisivamente en la calidad de vida de los individuos, las 
familias y las colectividades. En efecto atiende a la relación entre la educación y la 
mejora de los niveles de ingreso, el acceso a oportunidades profesionales, la inserción 
en la vida productiva, la movilidad social, la salud de las personas, los cambios en la 
estructura de la familia, la promoción de valores democráticos, la convivencia civilizada 
y la actividad autónoma y responsable de las personas. 

 
En este sentido, en la sentencia T-321 de 2007 expresó que <se puede concluir que el 
derecho a la educación goza de naturaleza fundamental, como quiera que su núcleo 
esencial comporta un factor de desarrollo personal y social, de manera que su ejercicio 
se dirige a la realización de la dignidad humana, en tanto permite la concreción de un 
plan de vida y el desarrollo pleno del individuo en sociedad>. 

 
Posteriormente, en la sentencia T-056 de 2011la Sala Quinta de Revisión afirmó que el 
derecho fundamental a la educación: (i) es objeto de protección especial del Estado; 
(ii) es presupuesto básico de la efectividad de otros derechos fundamentales como la 
escogencia de una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en materia 
educativa y de realización personal, el libre desarrollo de la personalidad, el trabajo, 
entre otros y (iii) es uno de los fines esenciales del Estado social y democrático de 
derecho”… 

DERECHO A LA IGUALDAD 
 
El artículo 13 de la Constitución Política reza: 

 
“Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 
sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, 
lengua, religión, opinión política o filosófica. 

 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado protegerá 
especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o 
maltratos que contra ellas se cometan.” 

 
La Corte Constitucional2 ha dicho: "El principio de la igualdad consagrado en la 
Constitución no es ni un parámetro formal del valor de toda persona ante el derecho, ni 
un postulado que pretenda instaurar el igualitarismo, sino una fórmula de compromiso 
para garantizar a toda la igualdad de oportunidades. La igualdad de oportunidades en 
un mundo caracterizado por diferencias de todo tipo (étnicas, culturales, económicas, 
sociales, políticas) se garantiza mediante la misma protección y trato de las 
autoridades sin que haya lugar a discriminación. Pero en consecución solo es posible 
estableciendo diferencias en favor de personas o grupos en situación de desigualdad 
por sus condiciones concretas de marginamiento, discriminación o debilidad 
manifiesta." 

 
2 SENTENCIA T-422 proferida dentro del expediente T-298. Fechada junio 19 de 1992. SALA SÉPTIMA DE 
REVISIÓN. Mag. Ponente Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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Sentencia - T 344 de 2018 

 
“El artículo 67 de la Carta Política consagra la educación con una doble connotación, a 
saber, como un derecho de las personas y como un servicio público con una marcada 
función social. También establece algunos contenidos mínimos de la educación (el 
respeto a los derechos humanos, a la paz y a la democracia, y la práctica del trabajo y 
la recreación para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y la protección del 
ambiente), los cuales atienden a su carácter instrumental, como un elemento necesario 
para el desarrollo individual de las personas y a su influjo relacional para el desarrollo 
de la vida en sociedad]. 

 
La jurisprudencia constitucional ha establecido que la educación (i) es necesaria para la 
efectividad de la cláusula general de igualdad; (ii) permite la formación integral de las 
personas y la realización de sus demás derechos; (iii) guarda íntima conexión con la 
dignidad humana; y (iv) resulta indispensable para la equidad y la cohesión social. 

 
La Corte Constitucional, de manera enfática, defiende el carácter fundamental del 
derecho a la educación. Por ejemplo, en la sentencia T- 202 de 2000 evaluó el caso 
de una persona que perdió un subsidio que le permitía acceder al servicio educativo. 
En dicha oportunidad, la Corte consideró que el núcleo esencial de ese derecho implica 
el respeto absoluto por el desarrollo social e individual del ciudadano. Así, la educación 
es un medio para que el sujeto se integre de manera efectiva a la sociedad y se forme 
en valores democráticos que impongan como regla de conducta, el respeto y la 
tolerancia. Además, la educación es un medio para consolidar el carácter material de la 
igualdad, pues en la medida en que una persona tenga las mismas posibilidades 
educativas, podrá gozar la igualdad de oportunidades en la vida para realizarse como 
persona. 

 
Por esta razón, y dada la importancia que tiene este derecho para el desarrollo de los 
ciudadanos, la educación goza de una especial protección por parte del Estado. Así, la 
Corte entiende que este es un servicio público que debe cumplir, al menos, con las 
garantías de asequibilidad, accesibilidad, adaptabilidad y aceptabilidad. 

 
Cabe resaltar que esta Corporación reconoce como parámetros de definición de estas 
garantías, aquellas contenidas en la Observación General Número 13 del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas, que, si bien no es una 
norma vinculante, permite establecer el alcance de estas. En este sentido, esta 
Corporación ha sostenido que estas garantías se materializan mediante el 
cumplimiento de ciertas obligaciones estatales. Esto implica que el Estado debe 
procurar por la eliminación gradual de las barreras que impidan el acceso a educación 
superior por motivos netamente patrimoniales o pecuniarios”. 

 
DECLARACIÓN JURADA 

 
Bajo la gravedad del juramento manifiesto que sobre los mismos hechos invocados en 
esta demanda no he interpuesto otra acción de tutela. 

 
COMPETENCIA. 

 
Es usted competente señor Juez por la Naturaleza Constitucional del asunto por tener 
jurisdicción en el lugar de la ocurrencia de la amenaza y vulneración de los Derechos 
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Fundamentales Invocados, conforme al Decreto 1382 del 2000 artículo 1°. 
 

NOTIFICACIONES 

 
 
Los accionantes en la: vereda Chapacual, barrio campo alegre en el municipio de 
Yacuanquer (N) Celular: 3137181750. Correo electrónico: 
chavesyurimarcela@gmail.com     

 
 
La accionada en: la Calle 20 Cra 27 esquina Comando Departamento de Policía Nariño 
Oficina Grupo de Incorporación Nariño. Correo electrónico: dinco.ginar-
oac@policia.gov.co o dinco.notificacion@policia.gov.co 

 
 
 

Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
________________________________________________ 
YURI MARCELA CHAVES CORDOBA  
C.C. N° 1.087.960.286 de Consaca (N) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

mailto:chavesyurimarcela@gmail.com
mailto:dinco.ginar-oac@policia.gov.co
mailto:dinco.ginar-oac@policia.gov.co
mailto:dinco.notificacion@policia.gov.co
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